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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk186494164][bookmark: _Hlk143780582]EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Títulos de idoneidad – Riesgo social – Constitución Política, artículo 26

La Corte Constitucional, en la sentencia C-697 de 2000, explicó que el artículo 26 de la Constitución Política autorizó al legislador para exigir determinados títulos de idoneidad a quienes desempeñen actividades que impliquen riesgo social, con el objetivo de demostrar la adecuada aptitud del aspirante y que esta exigencia constituye una excepción legítima al principio de libertad e igualdad en materia laboral.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Ley 842 de 2003 – Actividades – Infraestructura de transporte

Haciendo uso de la mencionada prerrogativa, el legislador reguló el ejercicio de la ingeniería y de sus profesiones afines y auxiliares en la Ley 842 de 2003, estableciendo en el artículo 2 las actividades que se entienden como ejercicio de la ingeniería y en el artículo 6 la exigencia de efectuar la matrícula o inscripción en el Registro Profesional respectivo, lo cual se acredita con la tarjeta o documento adoptado por este para tal fin.

Como se evidencia, la norma transcrita refiere varias actividades relacionadas con diferentes tipos de proyectos e infraestructuras. Se destaca como en el literal a) se hace referencia a objetos contractuales como la consultoría y la interventoría, asociados a diversos tipos de infraestructura de transporte, de lo que se colige que la ejecución de estos, según lo establecido en la ley, constituye ejercicio de la ingeniería.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Dirección de labores de ingeniería – Artículo 18 de la Ley 842 de 2003

El artículo 18 “Dirección de labores de ingeniería” de la Ley 842 de 2003 dispone que “Todo trabajo relacionado con el ejercicio de la Ingeniería, deberá ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional en la rama respectiva”.

De acuerdo con la disposición transcrita, todo trabajo que implique el ejercicio de la ingeniería debe ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional de la rama respectiva. De esta manera, actividades como las de construcción, mantenimiento y administración de construcciones, que constituyen ejercicio de la ingeniería de conformidad con el literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003, deben ser dirigidas por un ingeniero inscrito, de conformidad con el artículo 18 ibídem.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Artículo 18 de la Ley 842 de 2003 – Sentencia C-191 de 2005 – Relación directa y necesaria

Con base en lo anterior, la Corte declaró exequible el artículo 18 “en el entendido de que la expresión “relacionado con” comprende exclusivamente las relaciones directas y necesarias con el ejercicio de la ingeniería”. Y fijó el criterio que define cuándo la dirección le corresponde a un ingeniero, en los siguientes términos:

“Así, todo trabajo que implique un riesgo social que los ingenieros pueden identificar, medir y evitar, en razón a su idoneidad profesional específica, deberá ser dirigido por un ingeniero”.

La reserva a favor de los ingenieros es constitucional, entonces, cuando la actividad tiene una relación directa y necesaria con la ingeniería y su riesgo solo puede controlarse con la formación propia de esa profesión.

DIRECTOR DE OBRA – Residente de obra – Ingeniería civil – Inexistencia de reserva legal

El ordenamiento jurídico colombiano no contiene una disposición de alcance general que defina los cargos de director de obra y de residente de obra, ni que reserve su desempeño de manera exclusiva a los ingenieros civiles. Se trata de denominaciones propias de la práctica contractual, cuyo contenido funcional se fija en los documentos del proceso de contratación, en los manuales de las entidades y en el respectivo contrato.

LEY 400 DE 1997 – Edificaciones – Director de construcción – Profesiones habilitadas

La disposición técnica de rango legal que regula una figura equivalente es la Ley 400 de 1997, por la cual se adoptan normas sobre construcciones sismo resistentes. El numeral 9 de su artículo 4, modificado por el artículo 1 de la Ley 1229 de 2008, define al constructor como “el profesional, ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería” bajo cuya responsabilidad se adelanta la construcción de la edificación. A su turno, el artículo 33, modificado por el artículo 5 de la Ley 1229 de 2008, dispone que “El director de construcción debe ser un ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería”, y admite al ingeniero mecánico cuando se trate de estructuras metálicas o prefabricadas. En todos los casos, el director debe contar con matrícula profesional y acreditar la experiencia que exige el artículo 34 de la misma ley.

Esta regulación, sin embargo, tiene un ámbito de aplicación delimitado. La Ley 400 de 1997 rige para las edificaciones, que el numeral 14 de su artículo 4 define como la construcción “cuyo uso primordial es la habitación u ocupación por seres humanos”, y su artículo 3 excluye de manera expresa las estructuras especiales, como los puentes, las torres de transmisión, los muelles y las estructuras hidráulicas, así como aquellas cuyo comportamiento dinámico difiera del de las edificaciones convencionales. Por consiguiente, en las obras de edificación la ley permite que la dirección de la construcción esté a cargo de un ingeniero civil, de un arquitecto o de un constructor en arquitectura e ingeniería, de modo que en ese ámbito el cargo de director de obra no se encuentra reservado al ingeniero civil. Esta distinción coincide con lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-191 de 2005, según la cual la Ley 400 de 1997 reconoce a arquitectos e ingenieros idoneidades diferentes, de acuerdo con su formación.

INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE – Director de obra – Residente de obra – Ingeniero matriculado

Distinta es la situación de las obras que no tienen la naturaleza de edificación, en particular las de infraestructura de transporte, cuyo parámetro normativo es la Ley 842 de 2003. El literal a) de su artículo 2 califica como ejercicio de la ingeniería, entre otras actividades, la construcción, el mantenimiento, la interventoría y la administración de carreteras, vías urbanas y rurales, puentes, aeropuertos y ferrocarriles. A su vez, –tal como se señaló– el artículo 18, en el entendido fijado por la Corte en la sentencia C-191 de 2005, exige que todo trabajo que guarde una relación directa y necesaria con ese ejercicio sea dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva. En este sentido, el director de obra de un contrato de construcción, mejoramiento o mantenimiento de infraestructura de transporte tiene a su cargo, precisamente, la dirección técnica de esas actividades, por lo que el cargo debe ser desempeñado por un ingeniero con matrícula profesional vigente. Un arquitecto no puede ocuparlo, porque su título no lo habilita para ejercer actividades catalogadas por la ley como ejercicio de la ingeniería.

Es así como, el residente de obra está sujeto a la misma regla en la medida en que sus funciones comprendan la dirección técnica de los frentes de trabajo, el control de la ejecución conforme a los diseños y especificaciones o la toma de decisiones técnicas en el sitio, pues en esos supuestos su labor guarda una relación directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería. Si, por el contrario, el cargo se limita a funciones administrativas o de apoyo, la reserva del artículo 18 no le resulta aplicable, ya que la Corte precisó que esa norma comprende las actividades propias de la ingeniería y “no a cualquier actividad que tenga algún tipo de relación con la ingeniería, por menor o distante que esta sea”.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Rama respectiva – Perfil profesional – Restricción injustificada

Ahora bien, que la dirección de estas obras deba recaer en un ingeniero no significa que deba recaer exclusivamente en un ingeniero civil. El artículo 18 de la Ley 842 de 2003 exige la matrícula “en la rama respectiva”, de suerte que el título exigible depende de la naturaleza de las actividades que integran el objeto contractual. Corresponde a la entidad contratante definir en los documentos del proceso el perfil del profesional que requiere, pero esa facultad tiene límites.

Según el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, es lícito excluir de una labor a quien no es idóneo para desempeñarla, pero no a quien, por su formación académica, sí lo es y cuenta con la autorización estatal para ejercerla, pues ello constituiría una discriminación injustificada contraria al derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política. En esa medida, exigir de manera exclusiva el título de ingeniero civil es procedente cuando las actividades del contrato corresponden a esa rama, y puede constituir una restricción injustificada si otras ramas de la ingeniería forman a sus profesionales para dirigir esas mismas labores.

DOCUMENTOS TIPO – Infraestructura de transporte – Anexo 1 – Anexo Técnico – Inalterabilidad

El “Anexo 1 – Anexo Técnico” hace parte de los documentos tipo de obra de infraestructura de transporte y contiene parámetros obligatorios para las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten estos contratos. Este documento es inalterable, y las entidades estatales no pueden incluir, modificar o exigir en ese anexo requisitos adicionales, condiciones habilitantes o factores técnicos y económicos diferentes a los señalados, salvo cuando el propio documento lo autorice de forma expresa, es decir, en los aspectos incluidos entre corchetes y resaltados en gris.

DOCUMENTOS TIPO – Infraestructura de transporte – Personal profesional – Definición del perfil por la entidad

Los documentos tipo de obra pública de infraestructura de transporte no establecen que los cargos de director de obra o de residente de obra deban ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil. El numeral 7 del “Anexo 1 – Anexo Técnico” no predetermina la formación académica de ningún cargo y, por el contrario, contiene una instrucción expresa dirigida a la entidad: “[La entidad deberá definir el personal requerido para la ejecución de la obra de acuerdo con el objeto del proceso de contratación]”.

De esa instrucción se desprenden dos consecuencias: i) La primera es que la competencia para fijar el perfil del personal corresponde a la entidad, que debe precisar, en los espacios entre corchetes y resaltados en gris, el título profesional requerido, los años de experiencia general y específica y, cuando sea necesario, el título de posgrado, así como la denominación del cargo de acuerdo con la tabla del literal a) del mismo numeral; ii) La segunda es que esa competencia no es libre, pues el documento la sujeta al objeto del proceso de contratación.

En este sentido, el perfil debe derivarse de las actividades que efectivamente se ejecutarán, de su complejidad técnica y del riesgo que comportan, y ser proporcional y adecuado al tipo de obra, conforme a lo establecido en los estudios y documentos previos. Este mandato es expresión del principio de planeación y coincide con el criterio que el numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 fija para los requisitos de los procesos de selección, que deben ser “adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor”. En consecuencia, la exigencia del título de ingeniero civil para los cargos de director o residente de obra no tiene origen en el documento tipo. Es una determinación de la entidad, válida en la medida en que guarde relación directa con el objeto contractual y se encuentre debidamente justificada en la etapa de planeación.

DOCUMENTOS TIPO – Infraestructura de transporte – Personal profesional – Ingeniero matriculado – Límites

Esa facultad, sin embargo, no es ilimitada, porque el documento tipo se aplica en armonía con las normas que regulan el ejercicio de la ingeniería. Las actividades de construcción, mejoramiento y mantenimiento de infraestructura de transporte, entre otras, constituyen ejercicio de la ingeniería según el literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003. Por eso, conforme al artículo 18 de esa ley, el director de obra, y el residente de obra cuando ejerce dirección técnica en el sitio, deben ser ingenieros inscritos en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva.

En consecuencia, la entidad no puede configurar el perfil de manera que admita para esos cargos a profesionales sin esa habilitación, como los arquitectos. Tampoco puede restringirlo injustificadamente, excluyendo a ingenieros de otras ramas cuya formación los hace idóneos para dirigir las actividades del contrato.

DOCUMENTOS TIPO – Infraestructura de transporte – Personal profesional – Verificación en la ejecución

[…] el personal profesional no se evalúa durante el proceso de selección. Según Colombia Compra Eficiente, las hojas de vida y los soportes del personal vinculado al proyecto se verifican una vez adjudicado el contrato, por lo que la entidad no puede exigirlos como requisito habilitante ni como factor de puntaje. Corresponde al supervisor o interventor comprobar, en la ejecución, que los profesionales cumplan el perfil definido y estén legalmente habilitados para ejercer.










Bogotá D.C., 21 de octubre de 2026
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Señor
Erik Mark Camargo Báez
Bogotá D.C
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	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_09_11_012149



Estimado señor Camargo Báez: 
	
[bookmark: _Hlk95313578]En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 11 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“¿Cuál es el fundamento normativo, técnico o metodológico mediante el cual las entidades estatales determinan las profesiones requeridas para los diferentes cargos del personal profesional en los procesos de contratación de obra pública de infraestructura de transporte? ¿Existe alguna disposición, directriz, Documento Tipo, matriz, guía o criterio expedido por Colombia Compra Eficiente que establezca que los cargos de Director de Obra o Residente de Obra deben ser desempeñados exclusivamente por profesionales en Ingeniería Civil? En caso afirmativo, solicitar que indiquen expresamente la norma, documento, numeral o matriz en la cual se establece dicha exigencia. En caso de que no exista una disposición que establezca dicha exclusividad, ¿qué criterios deben aplicar las entidades contratantes para determinar si una profesión diferente a la Ingeniería Civil puede ser admitida para dichos cargos?”. 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en las preguntas de la petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

2. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Existe alguna norma que disponga que los cargos de director de obra o de residente de obra deben ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil y, si no existe, qué criterios deben aplicar las entidades contratantes para determinar si una profesión diferente puede ser admitida para esos cargos? y ii) ¿Los documentos tipo de obra pública de infraestructura de transporte expedidos por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente establecen que los cargos de director de obra o de residente de obra deben ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil y, en ese marco, con qué fundamento define la entidad estatal el perfil profesional de esos cargos?

3. Respuestas:

	[bookmark: _Hlk171694685]i. El ordenamiento jurídico colombiano no contiene una disposición de alcance general que defina los cargos de director de obra y de residente de obra, ni que reserve su desempeño de manera exclusiva a los ingenieros civiles. Se trata de denominaciones propias de la práctica contractual, cuyo contenido funcional se fija en los documentos del proceso de contratación, en los manuales de las entidades y en el respectivo contrato.
La disposición técnica de rango legal que regula una figura equivalente es la Ley 400 de 1997, por la cual se adoptan normas sobre construcciones sismo resistentes. El numeral 9 de su artículo 4, modificado por el artículo 1 de la Ley 1229 de 2008, define al constructor como “el profesional, ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería” bajo cuya responsabilidad se adelanta la construcción de la edificación. A su turno, el artículo 33, modificado por el artículo 5 de la Ley 1229 de 2008, dispone que “El director de construcción debe ser un ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería”, y admite al ingeniero mecánico cuando se trate de estructuras metálicas o prefabricadas. En todos los casos, el director debe contar con matrícula profesional y acreditar la experiencia que exige el artículo 34 de la misma ley.
Esta regulación, sin embargo, tiene un ámbito de aplicación delimitado. La Ley 400 de 1997 rige para las edificaciones, que el numeral 14 de su artículo 4 define como la construcción “cuyo uso primordial es la habitación u ocupación por seres humanos”, y su artículo 3 excluye de manera expresa las estructuras especiales, como los puentes, las torres de transmisión, los muelles y las estructuras hidráulicas, así como aquellas cuyo comportamiento dinámico difiera del de las edificaciones convencionales. Por consiguiente, en las obras de edificación la ley permite que la dirección de la construcción esté a cargo de un ingeniero civil, de un arquitecto o de un constructor en arquitectura e ingeniería, de modo que en ese ámbito el cargo de director de obra no se encuentra reservado al ingeniero civil. Esta distinción coincide con lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-191 de 2005, según la cual la Ley 400 de 1997 reconoce a arquitectos e ingenieros idoneidades diferentes, de acuerdo con su formación.
Distinta es la situación de las obras que no tienen la naturaleza de edificación, en particular las de infraestructura de transporte, cuyo parámetro normativo es la Ley 842 de 2003. El literal a) de su artículo 2 califica como ejercicio de la ingeniería, entre otras actividades, la construcción, el mantenimiento, la interventoría y la administración de carreteras, vías urbanas y rurales, puentes, aeropuertos y ferrocarriles. A su vez, –tal como se señaló– el artículo 18, en el entendido fijado por la Corte en la sentencia C-191 de 2005, exige que todo trabajo que guarde una relación directa y necesaria con ese ejercicio sea dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva. En este sentido, el director de obra de un contrato de construcción, mejoramiento o mantenimiento de infraestructura de transporte tiene a su cargo, precisamente, la dirección técnica de esas actividades, por lo que el cargo debe ser desempeñado por un ingeniero con matrícula profesional vigente. Un arquitecto no puede ocuparlo, porque su título no lo habilita para ejercer actividades catalogadas por la ley como ejercicio de la ingeniería.
Es así como, el residente de obra está sujeto a la misma regla en la medida en que sus funciones comprendan la dirección técnica de los frentes de trabajo, el control de la ejecución conforme a los diseños y especificaciones o la toma de decisiones técnicas en el sitio, pues en esos supuestos su labor guarda una relación directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería. Si, por el contrario, el cargo se limita a funciones administrativas o de apoyo, la reserva del artículo 18 no le resulta aplicable, ya que la Corte precisó que esa norma comprende las actividades propias de la ingeniería y “no a cualquier actividad que tenga algún tipo de relación con la ingeniería, por menor o distante que esta sea”.
Ahora bien, que la dirección de estas obras deba recaer en un ingeniero no significa que deba recaer exclusivamente en un ingeniero civil. El artículo 18 de la Ley 842 de 2003 exige la matrícula “en la rama respectiva”, de suerte que el título exigible depende de la naturaleza de las actividades que integran el objeto contractual. Corresponde a la entidad contratante definir en los documentos del proceso el perfil del profesional que requiere, pero esa facultad tiene límites.
Según el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, es lícito excluir de una labor a quien no es idóneo para desempeñarla, pero no a quien, por su formación académica, sí lo es y cuenta con la autorización estatal para ejercerla, pues ello constituiría una discriminación injustificada contraria al derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política. En esa medida, exigir de manera exclusiva el título de ingeniero civil es procedente cuando las actividades del contrato corresponden a esa rama, y puede constituir una restricción injustificada si otras ramas de la ingeniería forman a sus profesionales para dirigir esas mismas labores.
Conforme con lo expuesto, se reitera que, no existe una norma que disponga que los cargos de director de obra o de residente de obra deban ser desempeñados exclusivamente por ingenieros civiles, y la respuesta depende del tipo de obra sobre la cual recaigan las actividades que se pretenden ejecutar. En las edificaciones sometidas a la Ley 400 de 1997, la dirección de la construcción puede estar a cargo de un ingeniero civil, de un arquitecto o de un constructor en arquitectura e ingeniería, y de un ingeniero mecánico en el caso de estructuras metálicas o prefabricadas. En las obras de infraestructura de transporte y, en general, en las actividades que el artículo 2 de la Ley 842 de 2003 califica como ejercicio de la ingeniería, la dirección corresponde a un ingeniero matriculado en la rama respectiva, conforme al artículo 18 de esa ley y a la sentencia C-191 de 2005, regla que se extiende al residente de obra cuando ejerce dirección técnica en el sitio. El perfil concreto, incluida la eventual exigencia del título de ingeniero civil, lo define la entidad en los documentos del proceso, atendiendo a la naturaleza de las actividades y sin excluir a profesionales idóneos de otras ramas de la ingeniería.
ii. El “Anexo 1 – Anexo Técnico” hace parte de los documentos tipo de obra de infraestructura de transporte y contiene parámetros obligatorios para las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten estos contratos. Este documento es inalterable, y las entidades estatales no pueden incluir, modificar o exigir en ese anexo requisitos adicionales, condiciones habilitantes o factores técnicos y económicos diferentes a los señalados, salvo cuando el propio documento lo autorice de forma expresa, es decir, en los aspectos incluidos entre corchetes y resaltados en gris.
Los documentos tipo de obra pública de infraestructura de transporte no establecen que los cargos de director de obra o de residente de obra deban ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil. El numeral 7 del “Anexo 1 – Anexo Técnico” no predetermina la formación académica de ningún cargo y, por el contrario, contiene una instrucción expresa dirigida a la entidad: “[La entidad deberá definir el personal requerido para la ejecución de la obra de acuerdo con el objeto del proceso de contratación]”.
De esa instrucción se desprenden dos consecuencias: i) La primera es que la competencia para fijar el perfil del personal corresponde a la entidad, que debe precisar, en los espacios entre corchetes y resaltados en gris, el título profesional requerido, los años de experiencia general y específica y, cuando sea necesario, el título de posgrado, así como la denominación del cargo de acuerdo con la tabla del literal a) del mismo numeral; ii) La segunda es que esa competencia no es libre, pues el documento la sujeta al objeto del proceso de contratación.
En este sentido, el perfil debe derivarse de las actividades que efectivamente se ejecutarán, de su complejidad técnica y del riesgo que comportan, y ser proporcional y adecuado al tipo de obra, conforme a lo establecido en los estudios y documentos previos. Este mandato es expresión del principio de planeación y coincide con el criterio que el numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 fija para los requisitos de los procesos de selección, que deben ser “adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor”. En consecuencia, la exigencia del título de ingeniero civil para los cargos de director o residente de obra no tiene origen en el documento tipo. Es una determinación de la entidad, válida en la medida en que guarde relación directa con el objeto contractual y se encuentre debidamente justificada en la etapa de planeación.
Esa facultad, sin embargo, no es ilimitada, porque el documento tipo se aplica en armonía con las normas que regulan el ejercicio de la ingeniería. Las actividades de construcción, mejoramiento y mantenimiento de infraestructura de transporte, entre otras, constituyen ejercicio de la ingeniería según el literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003. Por eso, conforme al artículo 18 de esa ley, el director de obra, y el residente de obra cuando ejerce dirección técnica en el sitio, deben ser ingenieros inscritos en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva.
En consecuencia, la entidad no puede configurar el perfil de manera que admita para esos cargos a profesionales sin esa habilitación, como los arquitectos. Tampoco puede restringirlo injustificadamente, excluyendo a ingenieros de otras ramas cuya formación los hace idóneos para dirigir las actividades del contrato.
En síntesis, exigir el título de ingeniero civil para los cargos de director o residente de obra será procedente cuando las actividades del contrato correspondan a esa rama de la ingeniería y así lo soporten los estudios previos. Lo que el documento tipo garantiza es el procedimiento para definir el perfil, y lo que la Ley 842 de 2003 garantiza es que quien dirija la obra sea un ingeniero matriculado. Cabe anotar, además, que el personal profesional no se evalúa durante el proceso de selección. Según Colombia Compra Eficiente, las hojas de vida y los soportes del personal vinculado al proyecto se verifican una vez adjudicado el contrato, por lo que la entidad no puede exigirlos como requisito habilitante ni como factor de puntaje. Corresponde al supervisor o interventor comprobar, en la ejecución, que los profesionales cumplan el perfil definido y estén legalmente habilitados para ejercer.



4. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

La Corte Constitucional, en la sentencia C-697 de 2000, explicó que el artículo 26 de la Constitución Política autorizó al legislador para exigir determinados títulos de idoneidad a quienes desempeñen actividades que impliquen riesgo social, con el objetivo de demostrar la adecuada aptitud del aspirante y que esta exigencia constituye una excepción legítima al principio de libertad e igualdad en materia laboral:

“El artículo 26 de la Carta autoriza al legislador para exigir determinados títulos de idoneidad a quienes quieran desempeñar actividades que impliquen riesgo social y también, para establecer mecanismos de inspección y vigilancia con el fin de evitar que resulten lesionados derechos de terceras personas. Impone al legislador la tarea de garantizarle a todas las personas la libertad plena de escoger, en condiciones de igualdad, la profesión u oficio que pueda servir para realizar su modelo de vida o para garantizarles un ingreso que les permita satisfacer sus necesidades.
[…]
La exigencia de títulos de idoneidad y tarjetas profesionales constituye una excepción al principio de libertad e igualdad en materia laboral y, por lo tanto, es necesario demostrar que la formación intelectual y técnica requerida es un medio idóneo y proporción”[footnoteRef:1]. [1:  Corte Constitucional. Sentencia C-697 del 14 de junio de 2000. M.P: Eduardo Cifuentes Muñoz.
] 


Haciendo uso de la mencionada prerrogativa, el legislador reguló el ejercicio de la ingeniería y de sus profesiones afines y auxiliares en la Ley 842 de 2003, estableciendo en el artículo 2 las actividades que se entienden como ejercicio de la ingeniería y en el artículo 6 la exigencia de efectuar la matrícula o inscripción en el Registro Profesional respectivo, lo cual se acredita con la tarjeta o documento adoptado por este para tal fin.  Conforme a esto, el artículo 2 de la Ley 842 de 2003 enlista una serie de actividades que constituyen ejercicio de la ingeniería:

“Artículo 2o. Ejercicio de la ingeniería. Para los efectos de la presente ley, se entiende como ejercicio de la ingeniería, el desempeño de actividades tales como:
a) Los estudios, la planeación, el diseño, el cálculo, la programación, la asesoría, la consultoría, la interventoría, la construcción, el mantenimiento y la administración de construcciones de edificios y viviendas de toda índole, de puentes, presas, muelles, canales, puertos, carreteras, vías urbanas y rurales, aeropuertos, ferrocarriles, teleféricos, acueductos, alcantarillados, riesgos (sic), drenajes y pavimentos; oleoductos, gasoductos, poliductos y en general líneas de conducción y transporte de hidrocarburos; líneas de transmisión eléctrica y en general todas aquellas obras de infraestructura para el servicio de la comunidad; 
b) Los estudios, proyectos, diseños y procesos industriales, textiles, electromecánicos, termoeléctricos, energéticos, mecánicos, eléctricos, electrónicos, de computación, de sistemas, teleinformáticas, agroindustriales, agronómicos, agrícolas, agrológicos, de alimentos, agrometeorológicos, ambientales, geofísicos, forestales, químicos, metalúrgicos, mineros, de petróleos, geológicos, geodésicos, geográficos, topográficos e hidrológicos; 
c) La planeación del transporte aéreo, terrestre y náutico y en general, todo asunto relacionado con la ejecución o desarrollo de las tareas o actividades de las profesiones especificadas en los subgrupos 02 y 03 de la Clasificación Nacional de Ocupaciones o normas que la sustituyan o complementen, en cuanto a la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares se refiere. También se entiende por ejercicio de la profesión para los efectos de esta ley, el presentarse o anunciarse como ingeniero o acceder a un cargo de nivel profesional utilizando dicho título. 
Parágrafo. La instrucción, formación, enseñanza, docencia o cátedra dirigida a los estudiantes que aspiren a uno de los títulos profesionales, afines o auxiliares de la Ingeniería, en las materias o asignaturas que impliquen el conocimiento de la profesión, como máxima actividad del ejercicio profesional, solo podrá ser impartida por profesionales de la ingeniería, sus profesiones afines o sus profesiones auxiliares, según el caso, debidamente matriculados. […]”.

Como se evidencia, la norma transcrita refiere varias actividades relacionadas con diferentes tipos de proyectos e infraestructuras. Se destaca como en el literal a) se hace referencia a objetos contractuales como la consultoría y la interventoría, asociados a diversos tipos de infraestructura de transporte, de lo que se colige que la ejecución de estos, según lo establecido en la ley, constituye ejercicio de la ingeniería. 
En atención a lo anterior, cobra importancia el estudio de lo contemplado por la referida ley en el capítulo relativo al ejercicio ilegal de la ingeniera, sus profesiones afines y auxiliares.  
El artículo 18 “Dirección de labores de ingeniería” de la Ley 842 de 2003 dispone que “Todo trabajo relacionado con el ejercicio de la Ingeniería, deberá ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional en la rama respectiva”. 
De acuerdo con la disposición transcrita, todo trabajo que implique el ejercicio de la ingeniería debe ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional de la rama respectiva. De esta manera, actividades como las de construcción, mantenimiento y administración de construcciones, que constituyen ejercicio de la ingeniería de conformidad con el literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003, deben ser dirigidas por un ingeniero inscrito, de conformidad con el artículo 18 ibídem.
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, en el concepto 724 de 2013[footnoteRef:2], sobre el alcance del artículo 18 de la Ley 842 de 2003, manifestó lo siguiente: [2:  Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 724 de 2013. Disponible en el siguiente enlace: https://relatoria.copnia.gov.co/docs/compilacion/docs/concepto_copnia_0000724_2013.htm ] 


“El presente artículo está relacionado directamente con el Riesgo Social al que se puede ver sometida la sociedad por el inidóneo o incorrecto ejercicio de los ingenieros y/o de los profesionales afines o auxiliares a la ingeniería, en particular, previendo el desarrollo de tareas por quienes carecen de idoneidad y/o competencia para realizar labores que son propias de los ingenieros por carecer de formación profesional como ingeniero.
En segundo lugar, el artículo en mención está refiriendo a la obligación de que aquel ingeniero esté inscrito en el registro profesional de ingeniería y con Tarjeta de Matrícula Profesional en la rama respectiva, en concordancia a que ejercer la profesión de ingeniería sin Matrícula Profesional es ilegal de acuerdo con los artículos; 32, literal c; 34, literal a; y 38, literal c, de la Ley 842 de 2003
Al respecto, la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-296 de 2012, que declaró la exequibilidad del artículo 12, de la Ley 842 de 2003, consideró que el ejercicio de la ingeniería, sus profesiones afines y sus profesiones auxiliares, involucra un claro riesgo social, razón por la que la exigencia de título y de autorización para ejercer, está destinada a conjurar una serie de amenazas, peligros y riesgos que se ciernen sobre la vida, integridad personal, seguridad y salud de los ciudadanos”.

De acuerdo con lo anterior, según el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, el artículo 18 de la Ley 842 de 2003 existe para proteger a la sociedad del riesgo de que labores propias de la ingeniería las hagan personas sin la formación ni la competencia. De esta forma, se exige que quien ejerza como ingeniero esté inscrito en el registro profesional y tenga matrícula profesional en su rama, y quien ejerce estos requisitos lo hace de forma ilegal.
En el mismo sentido, el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, en el concepto 56 de 2017[footnoteRef:3], señaló que, de acuerdo con el artículo 18 de la Ley 842 de 2003, “(…) se requiere estar matriculado para ejercer legalmente la ingeniería y que todo trabajo relacionado con ella, esto es, en actividades directas y necesarias de dicho ejercicio, solo puede ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional en la rama respectiva”. Adicionalmente indicó que la matrícula profesional constituye la autorización para poder ejercer legalmente la profesión reglamentada. Es así como, sin esa autorización, el desempeño de la respectiva profesión regulada es ilegal. De igual forma, en el concepto se precisó que, de ahí se deriva una doble exigencia legal:  [3: Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 56 de 2017, respuesta al radicado E2017WEB00115566 del 22 de junio de 2017. Asunto: ejercicio ilegal de la profesión, procedimiento de denuncia y sanciones.] 


“(…) por un lado, debe ejercerse la profesión solamente para lo que se es idóneo, sin exceder su respectiva incumbencia del título profesional y, por otro lado, quien no sea idóneo para desempeñar una actividad no puede desarrollarla, so pena de considerar dicho ejercicio como ilegal o como una falta disciplinaria ético profesional por exceder la incumbencia del título profesional”[footnoteRef:4].  [4: El concepto remite al artículo 34, literal a), de la Ley 842 de 2003, según el cual a los ingenieros, a los profesionales afines y a los profesionales auxiliares les está prohibido aceptar tareas que excedan la incumbencia que les otorga el título profesional o su propia preparación.] 


De esta forma, para el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, la reglamentación de las profesiones no busca crear privilegios para ciertos grupos, sino proteger a la ciudadanía del riesgo social que implican algunos ejercicios profesionales, y por eso corresponde al Estado su inspección, control y vigilancia.
En cuanto a las personas jurídicas, el mismo concepto explica que la Ley 842 de 2003 les impone a quienes desarrollan actividades de ingeniería la obligación de contar en su nómina con profesionales idóneos y debidamente autorizados. Si se presenta ejercicio ilegal, la responsabilidad recae en las personas naturales que actúan en su nombre, en particular en sus representantes legales, “por faltar a la obligación de elegir correctamente a las personas idóneas que desarrollarán dichas actividades”[footnoteRef:5]. [5: Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 56 de 2017.] 

El artículo 18 de la Ley 842 de 2003, fue objeto de estudio por la Corte Constitucional en la sentencia C-191 de 2005. El demandante sostuvo que el artículo 18 acusado, al exigir que todo trabajo relacionado con la ingeniería sea dirigido por un ingeniero, cobija también el diseño arquitectónico y la construcción, y que eso produce dos efectos: i) Por un lado, el arquitecto, como diseñador del espacio que habitan u ocupan las personas, queda subordinado a un ingeniero que no tiene formación en ese campo; ii) Por otro, los arquitectos ya no pueden dirigir las obras que la Ley 400 de 1997 les había autorizado, pues esa ley consideró que su formación bastaba para controlar el riesgo social que implica la estabilidad de ciertas construcciones.
Con base en lo anterior, el demandante afirmó que entregar a los ingenieros la dirección del diseño del espacio vulnera los artículos 2, 51 y 79 de la Constitución, porque un buen diseño del espacio habitable hace parte esencial del derecho a un ambiente sano. También alegó que privar a los arquitectos de la dirección de obras que la Ley 400 de 1997 les reconocía viola su derecho al trabajo, consagrado en el artículo 25, y excede la facultad que el artículo 26 le da al legislador para regular las profesiones. Para el demandante, el límite de esa facultad es el interés general, y este no sufre ningún daño si los arquitectos dirigen obras de construcción[footnoteRef:6]. [6:  Corte Constitucional. Sentencia C-191 de 2005: “Con relación al artículo 18 de la Ley 842 de 2003, el demandante sostiene que al establecer esta norma que ‘todo trabajo relacionado con el ejercicio de la ingeniería deberá ser dirigido por un ingeniero’, incluyendo allí las labores de arquitectura en materia de diseño arquitectónico y construcción, genera una doble consecuencia. “De un lado, que la labor del arquitecto en cuanto a diseñador del espacio habitable u ocupable por el ser humano queda subordinada a la dirección de un ingeniero (que no tiene formación en dicho campo), y del otro, que se impide a los arquitectos la dirección de obras de construcción que les fueron autorizadas por la Ley 400 de 1997, que consideró que la formación académica de éstos resultaba suficiente para conjurar el riesgo social derivado de la estabilidad de ciertas construcciones.”
A juicio de la demanda, “(…) el legislador en el artículo 18 demandado, al radicar en los ingenieros (quienes carecen de formación en el arte de diseñar y crear espacios) la dirección de los trabajos de diseño del espacio, vulnera los artículos 2, 51 y 79 de la Carta, por cuanto el buen diseño del espacio habitable u ocupable por el ser humano, constituye un componente esencial de un ambiente sano.” Además, considera que “(…) privar a los arquitectos del derecho a dirigir construcciones dentro de los parámetros establecidos en la Ley 400 de 1997, derecho que se repite, les fue reconocido en la medida en que su formación académica es suficiente para conjurar el riesgo social derivado de la estabilidad de ciertas construcciones, el legislador vulnera el derecho al trabajo de los arquitectos establecido en el artículo 25 de la Carta, y excede la facultad que le confiere el artículo 26 Ibídem para intervenir las profesiones, en la medida en que el límite racional de dicha facultad lo constituye ni más ni menos el interés general, interés que en nada se vulnera al permitir a los arquitectos dirigir obras de construcción (…)”. ] 

Al resolver el cargo, la Corte Constitucional consideró que las actividades propias de los arquitectos son diferentes a las de los ingenieros y sus profesiones auxiliares y afines. Por eso, la obligación de presentar las propuestas con el aval de un ingeniero en licitaciones y concursos abiertos, cuando el contrato implica el desarrollo de actividades catalogadas como ejercicio de la ingeniería, es objetiva y proporcional, considerando que, el aval solo se exige en procesos de contratación que involucren ese tipo de actividades. Para la Corte, esa exigencia “en modo alguno es una exigencia irrazonable”, y el parámetro usado por el legislador es “objetivo, claro e inteligible, puesto que se refiere precisamente a actividades catalogadas como ejercicio de la ingeniería´”.[footnoteRef:7] [7: Corte Constitucional, Sentencia C-191 de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, consideración 4.3.1.] 

Aunado a lo anterior, el Tribunal Constitucional señaló que la persona idónea y habilitada legalmente para ejercer la ingeniería, en las actividades catalogadas como ejercicio de esa profesión, es la inscrita en el Registro Profesional de Ingeniería, que cuenta con un título profesional[footnoteRef:8] y con una idoneidad que no se predica de otras profesiones, como la arquitectura. Esa idoneidad se requiere para ejecutar actividades propias de la ingeniería, como los proyectos de infraestructura de transporte. El artículo 2° de la Ley 842 de 2003, que la Corte transcribe y toma como parámetro, incluye de forma expresa dentro del ejercicio de la ingeniería los estudios, el diseño, la construcción y la interventoría, entre otras labores, de “puentes, presas, muelles, canales, puertos, carreteras, vías urbanas y rurales, aeropuertos, ferrocarriles”. La Corte precisó que estas actividades “se encuentran definidas por la ley”. [8:  Ley 842 de 2003. Artículo 6: “Para poder ejercer legalmente la Ingeniería, sus profesiones afines o sus profesiones auxiliares en el territorio nacional, en las ramas o especialidades regidas por la presente ley, se requiere estar matriculado o inscrito en el Registro Profesional respectivo, que seguirá llevando el Copnia, lo cual se acreditará con la presentación de la tarjeta o documento adoptado por este para tal fin”.] 

Este razonamiento se apoya en lo que la Corte resolvió sobre el artículo 18 de la Ley 842 de 2003, según el cual todo trabajo relacionado con el ejercicio de la ingeniería debe ser dirigido por un ingeniero. La Corte advirtió que la expresión “relacionado con” era ambigua y que, leída en sentido amplio, la norma sería inconstitucional, porque reservar a los ingenieros la dirección de cualquier trabajo “tan solo por el hecho de tener “alguna relación” con su profesión no es una restricción razonable a la libertad de ejercer profesión u oficio”[footnoteRef:9]. Sin embargo, hizo una interpretación sistemática y concluyó que el artículo 18 “hace referencia a aquellas actividades que se consideran propias de la ingeniería y profesiones afines y auxiliares, no a cualquier actividad que tenga algún tipo de relación con la ingeniería, por menor o distante que esta sea”[footnoteRef:10]. [9: Ibíd., consideración 4.2.2.]  [10: Ibíd., consideración 4.2.3.] 

Con base en lo anterior, la Corte declaró exequible el artículo 18 “en el entendido de que la expresión “relacionado con” comprende exclusivamente las relaciones directas y necesarias con el ejercicio de la ingeniería”[footnoteRef:11]. Y fijó el criterio que define cuándo la dirección le corresponde a un ingeniero, en los siguientes términos:  [11: Ibíd., numeral segundo de la parte resolutiva.] 


“Así, todo trabajo que implique un riesgo social que los ingenieros pueden identificar, medir y evitar, en razón a su idoneidad profesional específica, deberá ser dirigido por un ingeniero”[footnoteRef:12].  [12: Ibíd., consideración 4.2.4.] 


La reserva a favor de los ingenieros es constitucional, entonces, cuando la actividad tiene una relación directa y necesaria con la ingeniería y su riesgo solo puede controlarse con la formación propia de esa profesión.
En el mismo análisis del artículo 18, la Corte descartó que la Ley 400 de 1997 pusiera a arquitectos e ingenieros en un mismo plano. Reconoció que esa ley los trata como profesionales cuyas labores se complementan en la construcción, pero aclaró que “no les da el mismo trato” y que “reconoce las diferentes idoneidades de unos y otros según su formación”. A los ingenieros les otorga “de manera privativa” lo relacionado con el “diseño estructural”, mientras que a los arquitectos les confía el “diseño arquitectónico”. La Corte agregó que la Ley 400 de 1997 “establece regímenes de responsabilidad diferentes, de acuerdo a las labores que a cada profesional correspondan”.
Así, no todas las actividades relacionadas con la construcción pueden ser desarrolladas por profesionales distintos a los ingenieros. Cuando la actividad tiene una relación directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería, su ejecución supone la idoneidad y los conocimientos que estos profesionales adquieren en su formación, y por eso, según la Corte, debe ser dirigida por un ingeniero. La propia sentencia lo resume al señalar que “no cualquier tipo de actividad relacionada con la ingeniería debe ser dirigida por un ingeniero, sino exclusivamente aquellas relacionadas de manera directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería”[footnoteRef:13]. [13: Ibíd., consideración 4.2.6.] 

	De acuerdo con lo anterior, en relación con el primer problema jurídico planteado en  este concepto, esto es, si existe alguna norma que indique que los cargos de Director de Obra o Residente de Obra deben ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil, se precisa lo siguiente:
El ordenamiento jurídico colombiano no contiene una disposición de alcance general que defina los cargos de director de obra y de residente de obra, ni que reserve su desempeño de manera exclusiva a los ingenieros civiles. Se trata de denominaciones propias de la práctica contractual, cuyo contenido funcional se fija en los documentos del proceso de contratación, en los manuales de las entidades y en el respectivo contrato. 
A manera de ejemplo, el Manual de Interventoría Obra Pública del Instituto Nacional de Vías – INVIAS alude a “los Ingenieros Directores de Interventoría y de obra”, a quienes impone la obligación de visitar el sitio de los trabajos, y al “Ingeniero Residente del contratista”, sin definir el contenido de esos cargos ni el título profesional que deben acreditar[footnoteRef:14]. [14:  Instituto Nacional de Vías – INVIAS. Manual de Interventoría Obra Pública, código MSE-MN-01, versión 2, numeral 7.4, ítems 8 y 41.] 

La disposición técnica de rango legal que regula una figura equivalente es la Ley 400 de 1997, por la cual se adoptan normas sobre construcciones sismo resistentes. El numeral 9 de su artículo 4, modificado por el artículo 1 de la Ley 1229 de 2008, define al constructor como “el profesional, ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería” bajo cuya responsabilidad se adelanta la construcción de la edificación[footnoteRef:15]. A su turno, el artículo 33, modificado por el artículo 5 de la Ley 1229 de 2008, dispone que “El director de construcción debe ser un ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura e ingeniería”, y admite al ingeniero mecánico cuando se trate de estructuras metálicas o prefabricadas. En todos los casos, el director debe contar con matrícula profesional y acreditar la experiencia que exige el artículo 34 de la misma ley[footnoteRef:16]. [15:  Ley 400 de 1997, artículo 4, numeral 9, modificado por el artículo 1 de la Ley 1229 de 2008.]  [16:  Ley 400 de 1997, artículo 33, modificado por el artículo 5 de la Ley 1229 de 2008. El artículo 34 de la misma ley exige al director de construcción una experiencia mayor de tres (3) años de ejercicio profesional.] 

Esta regulación, sin embargo, tiene un ámbito de aplicación delimitado. La Ley 400 de 1997 rige para las edificaciones, que el numeral 14 de su artículo 4 define como la construcción “cuyo uso primordial es la habitación u ocupación por seres humanos”, y su artículo 3 excluye de manera expresa las estructuras especiales, como los puentes, las torres de transmisión, los muelles y las estructuras hidráulicas, así como aquellas cuyo comportamiento dinámico difiera del de las edificaciones convencionales[footnoteRef:17]. Por consiguiente, en las obras de edificación la ley permite que la dirección de la construcción esté a cargo de un ingeniero civil, de un arquitecto o de un constructor en arquitectura e ingeniería, de modo que en ese ámbito el cargo de director de obra no se encuentra reservado al ingeniero civil. Esta distinción coincide con lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-191 de 2005, según la cual la Ley 400 de 1997 reconoce a arquitectos e ingenieros idoneidades diferentes, de acuerdo con su formación. [17:  Ley 400 de 1997, artículos 3 y 4, numeral 14.] 

Distinta es la situación de las obras que no tienen la naturaleza de edificación, en particular las de infraestructura de transporte, cuyo parámetro normativo es la Ley 842 de 2003. El literal a) de su artículo 2 califica como ejercicio de la ingeniería, entre otras actividades, la construcción, el mantenimiento, la interventoría y la administración de carreteras, vías urbanas y rurales, puentes, aeropuertos y ferrocarriles. A su vez, –tal como se señaló– el artículo 18, en el entendido fijado por la Corte en la sentencia C-191 de 2005, exige que todo trabajo que guarde una relación directa y necesaria con ese ejercicio sea dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva. En este sentido, el director de obra de un contrato de construcción, mejoramiento o mantenimiento de infraestructura de transporte tiene a su cargo, precisamente, la dirección técnica de esas actividades, por lo que el cargo debe ser desempeñado por un ingeniero con matrícula profesional vigente. Un arquitecto no puede ocuparlo, porque su título no lo habilita para ejercer actividades catalogadas por la ley como ejercicio de la ingeniería.
Es así como, el residente de obra está sujeto a la misma regla en la medida en que sus funciones comprendan la dirección técnica de los frentes de trabajo, el control de la ejecución conforme a los diseños y especificaciones o la toma de decisiones técnicas en el sitio, pues en esos supuestos su labor guarda una relación directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería. Si, por el contrario, el cargo se limita a funciones administrativas o de apoyo, la reserva del artículo 18 no le resulta aplicable, ya que la Corte precisó que esa norma comprende las actividades propias de la ingeniería y “no a cualquier actividad que tenga algún tipo de relación con la ingeniería, por menor o distante que esta sea”.
Ahora bien, que la dirección de estas obras deba recaer en un ingeniero no significa que deba recaer exclusivamente en un ingeniero civil. El artículo 18 de la Ley 842 de 2003 exige la matrícula “en la rama respectiva”, de suerte que el título exigible depende de la naturaleza de las actividades que integran el objeto contractual. Corresponde a la entidad contratante definir en los documentos del proceso el perfil del profesional que requiere, pero esa facultad tiene límites. 
Según el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, es lícito excluir de una labor a quien no es idóneo para desempeñarla, pero no a quien, por su formación académica, sí lo es y cuenta con la autorización estatal para ejercerla, pues ello constituiría una discriminación injustificada contraria al derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política[footnoteRef:18]. En esa medida, exigir de manera exclusiva el título de ingeniero civil es procedente cuando las actividades del contrato corresponden a esa rama, y puede constituir una restricción injustificada si otras ramas de la ingeniería forman a sus profesionales para dirigir esas mismas labores. [18:  Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 56 de 2017. El Consejo se apoya en el numeral 2 del artículo 1 del Convenio 111 de la OIT, aprobado por la Ley 22 de 1967, según el cual las distinciones basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no se consideran discriminación.] 

Conforme con lo expuesto, se reitera que, no existe una norma que disponga que los cargos de director de obra o de residente de obra deban ser desempeñados exclusivamente por ingenieros civiles, y la respuesta depende del tipo de obra sobre la cual recaigan las actividades que se pretenden ejecutar. En las edificaciones sometidas a la Ley 400 de 1997, la dirección de la construcción puede estar a cargo de un ingeniero civil, de un arquitecto o de un constructor en arquitectura e ingeniería, y de un ingeniero mecánico en el caso de estructuras metálicas o prefabricadas. En las obras de infraestructura de transporte y, en general, en las actividades que el artículo 2 de la Ley 842 de 2003 califica como ejercicio de la ingeniería, la dirección corresponde a un ingeniero matriculado en la rama respectiva, conforme al artículo 18 de esa ley y a la sentencia C-191 de 2005, regla que se extiende al residente de obra cuando ejerce dirección técnica en el sitio. El perfil concreto, incluida la eventual exigencia del título de ingeniero civil, lo define la entidad en los documentos del proceso, atendiendo a la naturaleza de las actividades y sin excluir a profesionales idóneos de otras ramas de la ingeniería.

ii. El “Anexo 1 – Anexo Técnico” hace parte de los documentos tipo de obra de infraestructura de transporte y contiene parámetros obligatorios para las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten estos contratos. Este documento es inalterable, y las entidades estatales no pueden incluir, modificar o exigir en ese anexo requisitos adicionales, condiciones habilitantes o factores técnicos y económicos diferentes a los señalados, salvo cuando el propio documento lo autorice de forma expresa, es decir, en los aspectos incluidos entre corchetes y resaltados en gris.
En su contenido se contemplan los siguientes elementos: i) descripción del proyecto –alcance, sitio de trabajo, ubicación rural o urbana y distancia, entre otros–, ii) descripción de la obra actual o zona a intervenir, iii) principales actividades por ejecutar y alcance, iv) plazo para la ejecución del contrato, v) forma de pago, vi) condiciones particulares del proyecto, vii) información sobre el personal profesional, viii) posibles fuentes de materiales para el proyecto, ix) obras provisionales, x) señalización, xi) permisos y licencias, xii) notas técnicas específicas para el proyecto, y xiii) documentos técnicos adicionales.
El numeral 7 del “Anexo 1 – Anexo Técnico”, relativo al personal vinculado al proyecto, distribuye las cargas entre la entidad y el contratista. A la primera le asigna la definición del perfil del personal profesional, aspecto que se analiza más adelante por ser el objeto del segundo problema jurídico. Al contratista le impone un conjunto de obligaciones relacionadas con la acreditación y la disponibilidad de ese personal. Así, deberá informar la fecha a partir de la cual los profesionales ofrecidos ejercen legalmente la profesión; las certificaciones de experiencia que presente deben ser expedidas por la persona natural o jurídica con quien se haya establecido la relación laboral o de prestación de servicios, y será responsable de verificar que los profesionales propuestos tengan la disponibilidad real para la cual se vinculan al proyecto, so pena de las sanciones a que haya lugar. Además, debe tener contratado o contemplado dentro de su nómina al personal profesional que presente, y su costo debe incluirse dentro de los gastos del contrato.
Conforme con lo anterior, para efectos del segundo problema jurídico planteado en este concepto, en el que se indaga si en los documentos tipo de obra pública expedidos por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en el sector de infraestructura de transporte, se establece que los cargos de Director de Obra o Residente de Obra deben ser desempeñados exclusivamente por profesionales en Ingeniería Civil, le indicamos lo siguiente:
Los documentos tipo de obra pública de infraestructura de transporte no establecen que los cargos de director de obra o de residente de obra deban ser desempeñados exclusivamente por profesionales en ingeniería civil. El numeral 7 del “Anexo 1 – Anexo Técnico” no predetermina la formación académica de ningún cargo y, por el contrario, contiene una instrucción expresa dirigida a la entidad: “[La entidad deberá definir el personal requerido para la ejecución de la obra de acuerdo con el objeto del proceso de contratación]”. 
De esa instrucción se desprenden dos consecuencias: i) La primera es que la competencia para fijar el perfil del personal corresponde a la entidad, que debe precisar, en los espacios entre corchetes y resaltados en gris, el título profesional requerido, los años de experiencia general y específica y, cuando sea necesario, el título de posgrado, así como la denominación del cargo de acuerdo con la tabla del literal a) del mismo numeral; ii) La segunda es que esa competencia no es libre, pues el documento la sujeta al objeto del proceso de contratación. 
En este sentido, el perfil debe derivarse de las actividades que efectivamente se ejecutarán, de su complejidad técnica y del riesgo que comportan, y ser proporcional y adecuado al tipo de obra, conforme a lo establecido en los estudios y documentos previos. Este mandato es expresión del principio de planeación y coincide con el criterio que el numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 fija para los requisitos de los procesos de selección, que deben ser “adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor”[footnoteRef:19]. En consecuencia, la exigencia del título de ingeniero civil para los cargos de director o residente de obra no tiene origen en el documento tipo. Es una determinación de la entidad, válida en la medida en que guarde relación directa con el objeto contractual y se encuentre debidamente justificada en la etapa de planeación. [19:  Ley 1150 de 2007, artículo 5, numeral 1. Aunque la norma se refiere a los requisitos habilitantes, y el personal del Anexo Técnico se verifica después de la adjudicación, el criterio de adecuación y proporcionalidad orienta igualmente la definición de las condiciones técnicas que la entidad fija en los documentos del proceso.] 

Esa facultad, sin embargo, no es ilimitada, porque el documento tipo se aplica en armonía con las normas que regulan el ejercicio de la ingeniería. Las actividades de construcción, mejoramiento y mantenimiento de infraestructura de transporte, entre otras, constituyen ejercicio de la ingeniería según el literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003. Por eso, conforme al artículo 18 de esa ley, el director de obra, y el residente de obra cuando ejerce dirección técnica en el sitio, deben ser ingenieros inscritos en el registro profesional y con matrícula en la rama respectiva. 
En consecuencia, la entidad no puede configurar el perfil de manera que admita para esos cargos a profesionales sin esa habilitación, como los arquitectos. Tampoco puede restringirlo injustificadamente, excluyendo a ingenieros de otras ramas cuya formación los hace idóneos para dirigir las actividades del contrato. 
En síntesis, exigir el título de ingeniero civil para los cargos de director o residente de obra será procedente cuando las actividades del contrato correspondan a esa rama de la ingeniería y así lo soporten los estudios previos. Lo que el documento tipo garantiza es el procedimiento para definir el perfil, y lo que la Ley 842 de 2003 garantiza es que quien dirija la obra sea un ingeniero matriculado. Cabe anotar, además, que el personal profesional no se evalúa durante el proceso de selección. Según Colombia Compra Eficiente, las hojas de vida y los soportes del personal vinculado al proyecto se verifican una vez adjudicado el contrato, por lo que la entidad no puede exigirlos como requisito habilitante ni como factor de puntaje[footnoteRef:20]. Corresponde al supervisor o interventor comprobar, en la ejecución, que los profesionales cumplan el perfil definido y estén legalmente habilitados para ejercer. [20: Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte, sección 9, consulta 27, en la que se cita el numeral 7 del Anexo 1 – Anexo Técnico.] 


5. 	Referencias normativas y jurisprudenciales:

	· Constitución Política, artículos 13 y 26.
· Ley 842 de 2003, artículos 2, 6, 18 y 34.
· Ley 400 de 1997, artículos 3, 4 (numerales 9 y 14), 33 y 34.
· Ley 1229 de 2008, artículos 1 y 5.
· Ley 1150 de 2007, artículo 5, numeral 1.
· Ley 22 de 1967, aprobatoria del Convenio 111 de la OIT, artículo 1, numeral 2.
· Corte Constitucional, sentencia C-697 de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
· Corte Constitucional, sentencia C-191 de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
· Corte Constitucional, sentencia C-296 de 2012.
· Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 724 de 2013.
· Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA. Concepto 56 de 2017.
· Instituto Nacional de Vías – INVIAS. Manual de Interventoría Obra Pública, código MSE-MN-01, versión 2, numeral 7.4.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte, sección 9.
· Documentos tipo de obra pública de infraestructura de transporte, Anexo 1 – Anexo Técnico, numeral 7. Disponibles en: https://www.colombiacompra.gov.co/content/documentos-tipo-de-infraestructura-de-transporte



6. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre el artículo 18 de la Ley 842 de 2003, entre otros en los siguientes conceptos: C-068 del 9 de marzo de 2023, C-008 del 20 de marzo de 2024 y C-261 del 3 de octubre de 2024.  

Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual. Accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/ .

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: ]
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